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Tema 72 del programa: Promoción y protección de 

los derechos humanos (continuación) (A/72/40, 

A/C.3/72/9) 
 

 b) Cuestiones de derechos humanos, incluidos 

otros medios de mejorar el goce efectivo de los 

derechos humanos y las libertades 

fundamentales (continuación) (A/72/127, 

A/72/128, A/72/131, A/72/132, A/72/133, 

A/72/135, A/72/137, A/72/139, A/72/140, 

A/72/153, A/72/155, A/72/162, A/72/163, 

A/72/164, A/72/165, A/72/170, A/72/171, 

A/72/172, A/72/173, A/72/187, A/72/188, 

A/72/201, A/72/202, A/72/219, A/72/230, 

A/72/256, A/72/260, A/72/277, A/72/280, 

A/72/284, A/72/289, A/72/290, A/72/316, 

A/72/335, A/72/350, A/72/351, A/72/365, 

A/72/370, A/72/381, A/72/495, A/72/496, 

A/72/502, A/72/518 y A/72/523)  
 

 c) Situaciones de los derechos humanos e informes 

de relatores y representantes especiales 

(continuación) (A/72/279, A/72/281, A/72/322, 

A/72/382, A/72/394, A/72/493, A/72/498, 

A/C.3/72/2-S/2017/798, A/C.3/72/3-S/2017/799, 

A/C.3/72/4-S/2017/800, A/C.3/72/5-S/2017/816, 

A/C.3/72/6-S/2017/817, A/C.3/72/7-S/2017/818, 

A/C.3/72/8-S/2017/819, A/C.3/72/10-S/2017/852 y 

A/C.3/72/11) 
 

1. La Sra. Ní Aoláin (Relatora Especial sobre la 

promoción y la protección de los derechos humanos y 

las libertades fundamentales en la lucha contra el 

terrorismo), al presentar el informe de la Relatora 

Especial del Consejo de Derechos Humanos sobre la 

promoción y la protección de los derechos humanos y 

las libertades fundamentales en la lucha contra el 

terrorismo, dice que los diferentes atentados terroristas 

y las bajas, costos y daños resultantes en distintos países 

solo en 2017 no representan más que una parte de los 

daños del terrorismo mundial. No obstante, los sistemas 

políticos y jurídicos podrían verse afectados 

negativamente no solo por el terrorismo sino también 

por las medidas antiterroristas que violan las normas 

básicas de derechos humanos. 

2. Los Estados tienen la obligación de ajustarse al 

derecho internacional cuando adoptan medidas de lucha 

contra el terrorismo. Las protecciones de los derechos 

humanos no son secundarias ni irrelevantes; son 

requisito fundamental para el éxito a largo plazo de esas 

actividades. Uno de los desafíos en ese sentido es la 

proliferación de los estados de emergencia permanentes, 

que invariablemente violan las libertades y los derechos 

humanos y que dan lugar a una tendencia hacia la 

normalización del carácter excepcional del estado de 

emergencia en el contexto de la seguridad nacional. El 

recurso a la excepcionalidad legal arraigada va más allá 

de la lucha contra el terrorismo y obstaculiza la 

protección de los derechos humanos, en particular los de 

las minorías y los grupos vulnerables. 

3. La segunda preocupación es el rápido crecimiento 

de las normas jurídicas relativas al terrorismo. Estas han 

respondido a las nuevas pautas de la financiación, la 

selección y la tecnología, pero los Estados han 

encontrado dificultades para lograr el mismo nivel de 

amplitud y profundidad. Uno de los objetivos del 

mandato de la Relatora Especial consiste en determinar 

sistemáticamente los conflictos y las incoherencias de la 

legislación que impiden el pleno disfrute de los derechos 

humanos. Las normas deben definirse con mayor 

claridad, a fin de que los Estados sepan lo que se espera 

de ellos en situaciones complejas de las intervenciones 

de lucha contra el terrorismo en la sociedad. La eficacia 

de la legislación, sea internacional o nacional, depende 

de la claridad con respecto a las obligaciones 

vinculantes para cada una de las partes; del mismo 

modo, los ciudadanos necesitan también esa claridad 

para detectar las violaciones cometidas por los Estados 

y exigir reparaciones.  

4. En tercer lugar, una sociedad civil sana da voz a 

los grupos marginados y vulnerables, incluidas las 

víctimas del terrorismo, y desempeña un papel 

fundamental en el activismo, la educación, la 

investigación, la supervisión y la asociación con los 

gobiernos en el contexto de las actividades de lucha 

contra el terrorismo. Lamentablemente, el espacio de la 

sociedad civil se está reduciendo y los defensores de los 

derechos humanos sufren los ataques de los agentes 

tanto estatales como no estatales. A pesar de que 

desempeñan la labor necesaria de asegurar la rendición 

de cuentas y la transparencia, los grupos de la sociedad 

civil y los activistas son a menudo el blanco de las leyes 

de seguridad nacional y los procedimientos 

administrativos. El acoso, la represión, la detención y el 

asesinato de activistas, abogados y defensores de los 

derechos humanos son inaceptables y no pueden 

legitimarse aduciendo doctrinas o excusas relacionadas 

con la seguridad nacional. Es importante escuchar 

atentamente a quienes saben lo que significa el 

terrorismo para la gente común, pero también conocer 

los daños que puede causar la respuesta estatal frente al 

terrorismo. 

5. Por último, es importante reconocer la importante 

labor del Comité del Consejo de Seguridad establecido 

en virtud de la resolución 1373 (2001) relativa a la lucha 

contra el terrorismo y la Dirección Ejecutiva del Comité 

contra el Terrorismo, así como el contenido de las 

resoluciones pertinentes del Consejo de Seguridad. La 

incorporación de la perspectiva de género en las normas 
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y las actividades contra el terrorismo requiere una 

evaluación de sus repercusiones sobre la dignidad y la 

igualdad de las mujeres y las niñas y el reconocimiento 

de sus vulnerabilidades particulares en las situaciones 

de conflicto y de violencia. La ejecución del mandato 

requerirá también una compresión más compleja de la 

vulnerabilidad de los hombres, la validación de la 

masculinidad y las causas de la violencia y el 

extremismo.  

6. La Sra. Mortaji (Marruecos) dice que su 

delegación desearía recibir más información sobre los 

efectos del terrorismo en los derechos de las víctimas y 

sus familias y las sociedades donde se cometen esos 

actos, y la forma en que el mandato del Relator Especial 

debe abordar esa cuestión. 

7. La Sra. Vertichel (Bélgica) dice que, como parte 

integrante de la seguridad colectiva e individual, los 

derechos humanos y su protección deben incorporarse 

en las iniciativas de la comunidad internacional contra 

el terrorismo. Es importante mantenerse fieles a los 

compromisos asumidos en el contexto de la Estrategia 

Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo. Las 

medidas eficaces contra el terrorismo y el respeto de los 

derechos humanos no son objetivos contradictorios; más 

bien se complementan y se refuerzan mutuamente. Una 

sociedad vibrante y abierta que brinde un espacio para 

el diálogo y la participación pública es fundamental para 

la prevención del terrorismo.  

8. Bajo la presidencia belga del Comité de Ministros 

del Consejo de Europa, el Consejo adoptó medidas 

concretas para hacer frente al fenómeno de los 

combatientes terroristas extranjeros y el extremismo 

violento y la radicalización conducentes al terrorismo, 

velando al mismo tiempo por el respeto de los derechos 

humanos, el estado de derecho y la democracia. Se están 

debatiendo otras iniciativas, en particular sobre las 

dimensiones de género, los terroristas que actúan en 

solitario y el terrorismo y las mujeres; la delegación de 

Bélgica considera que las consultas e intercambios entre 

el Consejo y la Relatora Especial serán muy útiles. 

9. Sería conveniente que la Relatora Especial pudiera 

exponer más detalladamente cómo se propone colaborar 

con la sociedad civil con respecto a las restricciones 

indebidas en nombre de la seguridad y la lucha contra el 

terrorismo.  

10. El Sr. Ríos Sánchez (México) dice que su 

delegación desearía conocer qué medidas pueden 

adoptar los Estados para fortalecer la participación de 

las mujeres en los procesos de combate contra el 

terrorismo. 

11. El Sr. Forax (Observador de la Unión Europea) 

dice que, habida cuenta de la importancia declarada de 

la integración de una perspectiva de género en la labor 

de la Relatora Especial, se agradecería disponer de más 

información sobre el papel de la mujer y las ideas de 

identidad y poder masculinos como base para el 

reclutamiento de miembros de organizaciones 

terroristas. 

12. La lucha contra el terrorismo y el extremismo 

violento sigue siendo la principal prioridad de la Unión 

Europea, que se ocupará de las amenazas con firmeza 

pero en plena conformidad con las normas 

internacionales de derechos humanos y el derecho 

humanitario. Los Estados tienen la responsabilidad de 

proteger a las personas sometidas a su jurisdicción, pero 

también de respetar en todo momento los derechos 

humanos. La delegación de la Unión Europea reitera su 

pleno apoyo a la Estrategia Global de las Naciones 

Unidas contra el Terrorismo y al Plan de Acción del 

Secretario General para Prevenir el Extremismo 

Violento, que constituyen instrumentos excelentes para 

la labor futura en el ámbito de la lucha contra el 

terrorismo. 

13. La Sra. Al-Emadi (Qatar) dice que se recibió con 

sumo agrado la visita de la Relatora Especial a su país, 

el cual está firmemente convencido de que es esencial 

respetar los derechos humanos en la lucha contra el 

terrorismo. El Gobierno de Qatar ha enmendado la 

legislación del país y llevado a cabo iniciativas de 

fomento de la capacidad y está fortaleciendo sus 

alianzas con los interesados internacionales con miras a 

combatir el terrorismo y abordar sus causas profundas, 

procurando en todo momento defender el estado de 

derecho, los derechos humanos y las libertades 

fundamentales. La oradora subraya que el señalamiento 

selectivo de países o grupos sociales por motivos 

políticos no favorece la lucha contra el terrorismo, y 

exhorta a todos los interesados pertinentes a que 

cumplan plenamente la Estrategia Global de las 

Naciones Unidas contra el Terrorismo y todos los demás 

instrumentos internacionales pertinentes.  

14. El Sr. Claycomb (Estados Unidos de América) 

dice que la labor eficaz contra el terrorismo debe estar 

basada en el estado de derecho, la rendición de cuentas 

de las fuerzas de seguridad, el respeto de los derechos 

humanos y la participación de la comunidad. Los planes 

de acción nacionales para prevenir el extremismo 

violento deben estar en consonancia con las 

obligaciones internacionales en materia de derechos 

humanos. Los abusos de los derechos humanos 

refuerzan el apoyo local al terrorismo y el extremismo 

violento, y las sociedades abiertas e inclusivas son el 

más eficaz baluarte contra ellos. Las sociedades son más 

seguras y resilientes cuando los hombres, las mujeres y 

los jóvenes ejercen sus derechos y pueden organizarse, 
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denunciar la violencia y convertirse en líderes para la 

promoción de la paz. 

15. La delegación de los Estados Unidos desearía 

recibir más información sobre las prácticas óptimas que 

los Estados deberían tener en cuenta en su labor de lucha 

contra el terrorismo, y sobre ejemplos que demuestren 

el importante papel que desempeña la sociedad civil en 

el fomento de la resiliencia frente al extremismo 

violento. 

16. El Sr. Kamau (Kenya) dice que, si bien los 

derechos humanos son de vital importancia, es también 

necesario considerar la amenaza a la que se enfrentan 

los Estados. Los países pobres necesitan ayuda para 

incorporar prácticas de derechos humanos. En lo que 

respecta a la dimensión de género, el orador observa que 

las mujeres también cometen actos de terrorismo. 

Samantha Lewthwaite, de nacionalidad británica, 

conocida como la “viuda blanca”, inspiró el ataque 

contra el centro comercial Westgate de Nairobi.  

17. Es importante no olvidar los derechos humanos de 

las víctimas del terrorismo. Los Estados no deben tratar 

de crear una equivalencia moral entre la lucha contra el 

terrorismo, que está causando estragos en muchos 

países, y la delicada tarea de ocuparse de las personas 

que usurpan los espacios de derechos humanos con el 

fin de perpetrar actos de terrorismo. A ese respecto, 

pregunta qué pueden hacer los Estados Miembros para 

impedir que los elementos terroristas y los extremistas 

se aprovechen de las libertades públicas para llevar a 

cabo actos violentos. 

18. La Sra. Sukacheva (Federación de Rusia) dice 

que todos los Estados deben estar dispuestos a sacrificar 

sus propios intereses geopolíticos y oportunistas a fin de 

lograr un enfoque común de la dimensión de derechos 

humanos de la lucha contra el terrorismo. La 

colaboración debe basarse en el respeto del derecho 

internacional; la condena del terrorismo en todas sus 

formas; un sólido marco jurídico para combatir el 

terrorismo; la responsabilidad práctica de los terroristas, 

sus patrocinadores y sus instigadores; la prevención 

eficaz de la financiación del terrorismo; y la lucha 

contra la ideología terrorista. Las actividades terroristas 

no pueden justificarse por motivos relacionados con los 

derechos humanos, como la libertad de expresión o la 

clasificación de los terroristas como buenos y malos o 

“nosotros y ellos”. Todas las iniciativas de lucha contra 

el terrorismo deben lograr un equilibrio razonable entre 

los intereses de la sociedad y los derechos de la persona. 

Por la misma razón, los órganos de las Naciones Unidas 

no deben dar más prioridad a la protección de los 

derechos de los terroristas comprobados y presuntos que 

a la de las víctimas. 

19. La Sra. Frechin (Suiza) dice que su delegación 

estaría interesada en saber más acerca de las 

preocupaciones expresadas por la Relatora Especial con 

respecto a los efectos que tendría en los derechos 

humanos una interpretación ampliada del derecho 

internacional humanitario, y desearía conocer qué lugar 

ocupan los derechos humanos en el contexto de la lucha 

contra el terrorismo, teniendo en cuenta el 

establecimiento de la Oficina de las Naciones Unidas de 

lucha contra el Terrorismo. 

20. El Gobierno de Suiza acoge con agrado la 

integración de perspectivas de género en la labor de 

lucha contra el terrorismo y está trabajando para 

promover esa causa en calidad de Copresidente del 

Grupo de Trabajo del Foro sobre Justicia Penal y Estado 

de Derecho del Foro Mundial contra el Terrorismo.  

21. La falta de claridad o las ideas erróneas sobre la 

intersección de diversos sistemas jurídicos y su relación 

con la lucha contra el terrorismo y las normas 

internacionales de derechos humanos, el derecho 

humanitario y el derecho penal se utilizan con 

frecuencia para restringir el espacio de la sociedad civil 

y reglamentar excesivamente las actividades de las 

organizaciones no gubernamentales. Sería importante 

contar con más aclaraciones sobre esa interrelación y 

cuestiones conexas pertinentes. 

22. La delegación de Suiza está también preocupada 

por las repercusiones de las medidas de lucha contra el 

terrorismo en las actividades humanitarias y las 

misiones médicas. La comunidad internacional tiene la 

responsabilidad de evitar que esas medidas nacionales o 

internacionales entorpezcan los esfuerzos en beneficio 

de las víctimas de conflictos armados o de otras 

actividades llevadas a cabo de conformidad con el 

derecho internacional humanitario. 

23. El Sr. Torbergsen (Noruega) dice que su 

delegación desearía recibir información más detallada 

sobre el importante papel de la sociedad civil en la 

prevención de la radicalización y el extremismo 

violento. 

24. El fenómeno mundial del terrorismo y el 

extremismo violento es muy adaptable y plantea un reto 

al que no se puede responder con medios militares y 

procedimientos penales únicamente. Todas las formas 

de extremismo violento deben abordarse con diversas 

medidas preventivas y a largo plazo en los planos 

internacional, nacional y local. Esas medidas deben 

también ajustarse a las normas internacionales de 

derechos humanos y el estado de derecho. Los derechos 

humanos y las medidas de lucha contra el terrorismo son 

complementarios y se refuerzan mutuamente. Noruega 

y Jordania han establecido el Grupo de Amigos de la 
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prevención del extremismo violento, que promoverá la 

aplicación equilibrada de los cuatro pilares de la 

Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el 

Terrorismo.  

25. El Sr. Rodríguez Hernández (Cuba) dice que su 

delegación ha tomado nota de la necesidad de aprobar 

una infraestructura integrada en materia de derechos 

humanos para combatir el terrorismo. A ese respecto, el 

orador pide a la Relatora Especial mayor claridad sobre 

el significado y alcance de esa propuesta teniendo en 

cuenta la complejidad de la infraestructura institucional 

que ya existe en las Naciones Unidas tanto para la 

atención de los derechos humanos como para el 

terrorismo. Si bien se han alcanzado progresos, queda 

mucho por hacer en cuanto al respecto de los derechos 

humanos en la lucha contra el terrorismo. Es imperativo 

que no se repitan prácticas del pasado que llevaron a que 

se cometieran graves violaciones de los derechos 

humanos y del derecho internacional utilizando como 

escudo la lucha contra el terrorismo. 

26. El Sr. Hassan (Maldivas) dice que su delegación 

acoge con beneplácito la labor realizada por la Relatora 

Especial para integrar las perspectivas de género en el 

debate más amplio de la lucha contra el terrorismo. El 

Gobierno de las Maldivas ha adoptado ya políticas, 

respaldadas por un régimen jurídico general, para 

condenar el terrorismo en todas sus formas, restringir 

los procedimientos extraordinarios y las decisiones 

arbitrarias, promover la protección de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales y prohibir 

expresamente todos los actos de tortura. 

27. En lo que respecta a la incorporación de la 

perspectiva de género en los esfuerzos para prevenir el 

extremismo violento y el terrorismo, el enfoque de 

Maldivas es alentar la cooperación estrecha entre el 

Ministerio de Género y la Familia y el Centro Nacional 

de Lucha contra el Terrorismo, así como con la 

comunidad y las organizaciones de la sociedad civil, con 

el fin de empoderar a las mujeres para que lleguen a ser 

líderes y agentes de cambio. 

28. El Sr. Ishaya Odisho (Iraq) dice que un gran 

número de iraquíes han perdido la vida en la guerra de 

su país contra el terrorismo. Las fuerzas armadas del 

Iraq, con apoyo de la coalición internacional, han 

seguido liberando el territorio controlado por el grupo 

terrorista Estado Islámico en el Iraq y el Levante (EIIL). 

Las fuerzas iraquíes de lucha contra el terrorismo, con 

un alto nivel de adiestramiento, hacen todo lo posible 

por reducir al mínimo las víctimas civiles durante sus 

operaciones militares, que a menudo entrañan el 

combate calle por calle en las zonas urbanas. Las fuerzas 

armadas del Iraq establecen también corredores seguros 

para la evacuación de los civiles de las zonas de combate 

y toman todas las medidas posibles para rescatar a los 

civiles utilizados como escudos humanos por bandas 

terroristas. El Iraq está dispuesto a compartir con otros 

Estados sus estrategias de lucha contra el terrorismo y 

las principales enseñanzas aprendidas en ese sentido. 

29. El EIIL ha perpetrado los crímenes más brutales 

contra civiles pertenecientes a las minorías yazidíes, 

cristianas, turcomanas y shabak, y en particular contra 

las mujeres de esas minorías, sometidas a maltrato físico 

y psicológico grave, siendo muchas las mujeres víctimas 

de violación, tortura y esclavitud a manos de miembros 

del EIIL. A ese respecto, la aprobación de la resolución 

2379 (2017) del Consejo de Seguridad sobre las 

amenazas a la paz y la seguridad internacionales debe 

considerarse un hito en los esfuerzos de la comunidad 

internacional para llevar a los autores de esos delitos 

ante la justicia. 

30. El Sr. Kelly (Irlanda) dice que su delegación 

desearía conocer la opinión de la Relatora Especial 

sobre la forma en que los Estados pueden garantizar que 

el respeto de la libertad de opinión y de expresión se 

integre en la legislación, las políticas y los programas 

relacionados con la lucha contra el terrorismo.  

31. El Gobierno de Irlanda ha sostenido 

sistemáticamente la opinión de que no existe ningún 

conflicto entre la lucha contra el terrorismo y el respeto 

de los derechos humanos, y comparte las 

preocupaciones sobre técnicas de intimidación nuevas y 

complejas utilizadas para desalentar o impedir el trabajo 

relativo a los derechos humanos. A la delegación de 

Irlanda le preocupa profundamente el hecho de que el 

espacio de la sociedad civil sea cada vez más objeto de 

ataques so pretexto de la lucha contra el terrorismo, en 

particular mediante el uso indebido de la legislación 

sobre la seguridad nacional y la lucha contra el 

terrorismo para frenar las actividades de la sociedad 

civil y los defensores de los derechos humanos y, por lo 

tanto, acoge con beneplácito la intención de la Relatora 

Especial de examinar esa cuestión en su labor. El orador 

insta a todos los Estados a velar por que los planes de 

acción para prevenir el extremismo violento y las leyes 

de lucha contra el terrorismo estén en consonancia con 

las obligaciones internacionales de derechos humanos.  

32. La Sra. Jones (Reino Unido de Gran Bretaña e 

Irlanda del Norte) dice que todos los Estados deben 

cooperar plenamente con las solicitudes de los 

procedimientos especiales del Consejo de Derechos 

Humanos. El respeto de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales y el estado de derecho deben 

estar en el centro de todas las actividades de lucha contra 

el terrorismo y el extremismo en todo el mundo, pues de 

lo contrario se podría socavar la confianza de la 

población e indisponer a las comunidades, lo que 
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exacerbaría el problema. La delegación del Reino Unido 

acoge con beneplácito la intención expresada por la 

Relatora Especial de integrar las perspectivas de género 

en el desempeño de su mandato, y agradecería que 

explicara más detalladamente el papel que puede 

desempeñar la sociedad civil en la lucha contra el 

terrorismo y el extremismo. También sería útil saber qué 

pueden hacer los Estados para apoyar su labor sobre ese 

tema. 

33. La Sra. Charrier (Francia) dice que su delegación 

acogerá con agrado las recomendaciones formuladas por 

la Relatora Especial con respecto a la cuestión de la 

posible aplicación arbitraria o discriminatoria de la ley, 

en particular en los Estados que siguen aplicando la pena 

de muerte por violaciones relacionadas con el 

terrorismo. 

34. El terrorismo debe ser combatido, en primer lugar 

y ante todo, con el poder del derecho, y los estados de 

emergencia deben ser de duración limitada. El 

Parlamento de Francia se está preparando para aprobar 

una ley cuyo objetivo es reforzar la seguridad interna y 

la lucha contra el terrorismo bajo la supervisión de un 

juez y en consonancia con los compromisos 

internacionales de Francia. El país se está equipando con 

instrumentos permanentes para prevenir y combatir el 

terrorismo, al tiempo que reserva las herramientas del 

estado de emergencia para su utilización en situaciones 

excepcionales. El respeto de los derechos humanos y el 

derecho internacional humanitario debe garantizarse en 

la lucha contra el terrorismo, que no debe servir de 

pretexto para la violación de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales. 

35. El Sr. van der Pluijm (Países Bajos) dice que su 

delegación desearía conocer la opinión de la Relatora 

Especial en relación con cuál es el reto más grave para 

la sociedad civil, cuál será su función frente a ese 

desafío y cuáles son las medidas más importantes que 

las Naciones Unidas y sus Estados Miembros podrían 

adoptar para abordar ese problema. 

36.  Como copresidentes del Foro Mundial contra el 

Terrorismo, los Gobiernos de los Países Bajos y de 

Marruecos harán lo posible por lograr un objetivo 

similar al aplicar la Estrategia Mundial contra el 

Terrorismo, en particular sus componentes de derechos 

humanos. El orador destaca también la importancia de 

las medidas de lucha contra el extremismo violento, que, 

junto con las medidas de lucha contra el terrorismo, 

deben llevarse a cabo en plena conformidad con las 

disposiciones aplicables del derecho internacional, 

incluido el derecho internacional de los derechos 

humanos. 

37. El Sr. AlKadi (Arabia Saudita) dice que su país 

está decidido a luchar contra todas las formas de 

terrorismo, así como a privar a los grupos terroristas de 

sus fuentes de financiación. Pregunta a la Relatora 

Especial cuál es, en su opinión, una sanción adecuada 

para los autores de actos terroristas y otros delitos, como 

el tráfico de drogas, que provocan gran sufrimiento a los 

civiles inocentes y a la sociedad en general, y si la pena 

de muerte no es una sanción adecuada por esos delitos.  

38. La Sra. Ní Aoláin (Relatora Especial sobre la 

promoción y la protección de los derechos humanos y 

las libertades fundamentales en la lucha contra el 

terrorismo) dice que las víctimas del terrorismo son con 

frecuencia miembros de grupos que representan una 

parte dinámica de la sociedad civil. Cuando un Gobierno 

reprime a la sociedad civil, a menudo reprime a las 

mismas víctimas que buscan el diálogo con un Estado 

acerca de sus experiencias y necesidades. Es importante 

que los gobiernos escuchen a esas víctimas. 

Lamentablemente, es fácil cosificarlas y dar respuestas 

estereotipadas e inmediatas ante el horror de cualquier 

incidente concreto, pero no aplicar las medidas 

pertinentes relativas a los derechos de esas víctimas y a 

las obligaciones hacia ellas. 

39. Toda víctima de una violación de los derechos 

humanos, incluido el terrorismo, tiene derecho a la 

comunicación y a una investigación exhaustiva. Ese 

principio está recogido en el derecho derivado de los 

tratados y en una jurisprudencia firme y coherente de los 

tribunales regionales. Deben ofrecerse reparaciones a 

las víctimas del terrorismo, en particular los migrantes, 

los refugiados y los solicitantes de asilo, que a menudo 

tratan activamente de huir. Las víctimas son a menudo 

las que expresan con mayor fuerza los daños del 

terrorismo. Han desempeñado un papel fundamental en 

la lucha contra el extremismo violento, y deberían 

integrarse plenamente en los diálogos sobre esas 

cuestiones. La preservación de la memoria histórica de 

las víctimas del terrorismo es también una obligación 

importante hacia quienes se han perdido. 

40. Las organizaciones de la sociedad civil forman 

parte integrante de la lucha contra el terrorismo, pero se 

enfrentan a desafíos cada vez mayores resultantes de las 

leyes que regulan su creación y funcionamiento. Su 

financiación impone también una restricción práctica de 

su labor. Las limitaciones a la libertad de reunión y de 

expresión son un impedimento para la capacidad de esas 

organizaciones de expresar sus opiniones, que, aunque a 

menudo incómodas o difíciles de aceptar para los 

Estados, constituyen una parte importante de su labor y 

ponen de manifiesto el papel de una sociedad civil 

dinámica, tolerante y comprometida. La deslegitimación 

de esas organizaciones mediante la crítica, el estigma o 
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la criminalización limita aún más su capacidad para 

funcionar. La sociedad civil es un componente esencial 

en la prevención del extremismo violento, y su apoyo es 

necesario.  

41. Como se describe en el informe de la Relatora 

Especial, muchos actos de violencia contra la mujer, 

incluida la violación, no son identificados ni definidos 

como actos de terrorismo en muchos Estados, aunque 

deberían serlo. Sobre la cuestión del regreso de las 

mujeres combatientes, la oradora está de acuerdo con el 

representante de Kenya de que la mujer no debe ser 

considerada meramente como víctima en ese contexto. 

La movilización y la radicalización afectan a las 

mujeres, además de los hombres, y existe un problema 

cada vez más grave de mujeres de organizaciones 

terroristas que cometen actos terroristas. Sin embargo, 

es particularmente importante que las respuestas al 

extremismo violento y el papel desempeñado por los 

Estados para combatirlo incorporen la perspectiva de 

género. Después de todo, si los hombres son los únicos 

destinatarios de las iniciativas de lucha contra el 

terrorismo, no se tendría en cuenta a la mitad de la 

población. 

42. En cuanto a la cuestión del mandato del Relator 

Especial en las revisiones institucionales y estructurales 

pendientes, la oradora dice que un solo titular de 

mandato en calidad de coordinador único sobre los 

derechos humanos y la lucha contra el terrorismo es 

insuficiente en cualquier circunstancia. Los Estados 

tienen la obligación de ir más allá de los conocimientos 

especializados de un Relator Especial y de incluir 

estructuralmente las protecciones de los derechos 

humanos en el marco de esas revisiones, a fin de 

garantizar el carácter central de esas protecciones en la 

labor de lucha contra el terrorismo y el extremismo 

violento. 

43. El Sr. García-Sayán (Relator Especial sobre la 

independencia de los magistrados y abogados) dice que 

el mandato se estableció en 1994 con el fin de dar 

seguimiento a las denuncias de interferencia y ataques 

contra la independencia del poder judicial, identificar y 

registrar esos ataques y el progreso logrado y estudiar 

cuestiones de principio importantes con miras a proteger 

y mejorar la independencia de los jueces, abogados, 

fiscales y funcionarios judiciales. Si bien se ha avanzado 

mucho, continúan los intentos de restringir la 

independencia del poder judicial. El Relator Especial 

realizará visitas oficiales a Polonia en octubre de 2017 

y a Marruecos en enero de 2018, así como a Argelia, 

Guatemala y Honduras a su debido tiempo. 

44. Al presentar su informe (A/72/140), que se centra 

en el impacto de la delincuencia organizada en la 

corrupción judicial, dice que la corrupción judicial es un 

problema creciente en todo el mundo. El orador, al  

tiempo que observa que la cooperación internacional y 

la coordinación de los esfuerzos son esenciales para 

combatir la delincuencia organizada, dice que es 

importante que los Estados Miembros, sus jueces y 

fiscales trabajen juntos a nivel nacional, regional e 

internacional para la implementación de las 

obligaciones de la Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción. Asimismo, es importante que el 

sistema de las Naciones Unidas trabaje de manera 

coordinada para poner en marcha mecanismos de 

seguimiento adecuados. A ese respecto, el orador 

destaca el programa mundial para promover una cultura 

de la legalidad, lanzado en 2016 por la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, que 

incluyó el establecimiento de una red global de 

integridad judicial para intercambiar mejores prácticas 

y lecciones aprendidas sobre desafíos prioritarios y 

cuestiones emergentes.  

45. En el informe se esbozan medidas orientadas a 

fortalecer la integridad y la independencia del poder 

judicial, a través de políticas públicas y la legislación y 

la adopción de medidas para evitar oportunidades de 

corrupción entre los miembros del poder judicial, así 

como medidas disciplinarias y acceso a recursos 

efectivos y reparación para las víctimas. La conclusión 

principal del informe es la necesidad de fortalecer el 

Estado democrático y velar por el funcionamiento 

óptimo del sistema de administración de justicia y la 

promoción de la cooperación internacional. El informe 

finaliza con una serie de recomendaciones concretas 

para los Estados, como la necesidad de realizar estudios 

sobre las causas y consecuencias de la corrupción, 

garantizar que existan recursos presupuestales 

adecuados para el sistema judicial y ofrecer 

posibilidades de formación para el personal involucrado 

en las áreas de ética y prevención de la corrupción.  

46. La Sra. Mejía Vélez (Colombia) dice que los 

gobiernos de América Latina reconocen la necesidad de 

redoblar sus esfuerzos para fortalecer el estado de 

derecho y la democracia. En el marco del Sistema 

Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No 

Repetición, establecido mediante el Acuerdo Final de 

Paz entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia, 51 jueces han sido 

seleccionados para ocupar un puesto en la Jurisdicción 

Especial para la Paz. Los magistrados fueron 

seleccionados por un comité de selección integrado por 

juristas colombianos e internacionales, entre ellos el Sr. 

García-Sayán. El Relator Especial, designado por el 

Secretario General para formar parte del Comité, visitó 

Colombia en calidad de tal. Los magistrados 

seleccionados proceden de una gran variedad de ámbitos 

profesionales; más de la mitad son mujeres y el 20% son 
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de origen indígena o afrocolombiano. El Gobierno de 

Colombia espera que la diversidad de la Jurisdicción 

Especial para la Paz tenga un efecto positivo.  

47. La Sra. Sukacheva (Federación de Rusia) dice 

que la erradicación de la corrupción es un factor crucial 

para el desarrollo de un país. Cada dos años, el Gobierno 

de la Federación de Rusia aprueba un plan de lucha 

contra la corrupción en el que se establecen tendencias, 

problemas y medidas importantes para prevenir la 

corrupción, al mismo tiempo que sus órganos 

encargados de hacer cumplir la ley y el poder judicial 

periódicamente llevan a cabo campañas contra la 

corrupción. Rusia participa también activamente en los 

debates internacionales sobre una amplia gama de 

cuestiones relacionadas con la lucha contra la 

corrupción y está dispuesta a compartir su experiencia 

con otros Estados Miembros a ese respecto. 

48. Debido a la magnitud y el carácter transfronterizo 

de la corrupción, los Estados solo pueden combatirla 

eficazmente aunando sus esfuerzos. Las iniciativas 

internacionales de lucha contra la corrupción deben 

regirse por normas precisas, aunque la experiencia ha 

demostrado que esas normas pueden ser perjudiciales si 

se imponen a países que no están debidamente 

preparados o adaptados. Los Estados Miembros deben 

cooperar sobre la base del respeto mutuo de sus 

respectivos ordenamientos jurídicos, sin politizar el 

programa ni ejercer presión sobre otros Estados 

soberanos. Es esencial que las Naciones Unidas sean la 

principal plataforma internacional en la lucha contra la 

corrupción; otros foros y mecanismos regionales e 

internacionales deben complementar, sin suplantar, el 

formato de las Naciones Unidas. Todas las iniciativas de 

lucha contra la corrupción deberían regirse por la 

Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción, que es el único instrumento jurídico 

internacional en ese ámbito.  

49. El Sr. Kamau (Kenya) dice que su delegación se 

opone firmemente a la forma en que se está gestionando 

el diálogo interactivo. Es imposible mantener un debate 

serio con unas restricciones temporales tan estrictas. 

Los Estados Miembros solo tienen tiempo para hacer 

declaraciones rutinarias en lugar de entablar un diálogo 

apropiado. No es así como deben funcionar las Naciones 

Unidas.  

50. Si bien la delegación de Kenya acoge con 

beneplácito el informe del Relator Especial, su 

Gobierno lamenta profundamente las deplorables 

declaraciones formuladas por el Relator Especial y otros 

titulares de mandatos de procedimientos especiales en 

relación con las elecciones celebradas en Kenya y la 

judicatura. Habida cuenta de las limitaciones de tiempo, 

el orador no puede entrar en detalles, pero la delegación 

de Kenya ha comunicado su preocupación a todos los 

Estados Miembros y espera poder debatir la cuestión 

con el Relator Especial.  

51. El Presidente dice que ha tomado nota de las 

preocupaciones del representante de Kenya sobre el 

formato del diálogo interactivo. Lo que se intenta es 

dirigir el proceso de manera ordenada y equitativa para 

que el Comité pueda finalizar sus trabajos dentro del 

tiempo asignado.  

52. La Sra. Mohamed Didi (Maldivas) dice que, si 

bien es importante el fortalecimiento del Estado y de los 

organismos encargados de hacer cumplir la ley a fin de 

acabar con las organizaciones delictivas, que ponen en 

peligro la independencia del poder judicial, los Estados 

no deben perder de vista la necesidad de defender sus 

constituciones y velar por que las leyes y los 

reglamentos se aprueben mediante procedimientos 

democráticos. Los organismos intergubernamentales 

deben hacer lo posible para no poner en entredicho la 

supremacía de las constituciones y, por extensión, la 

legitimidad de las leyes, normas y reglamentos 

nacionales. 

53. En Maldivas, la Constitución, la Ley de la 

Judicatura, las normas sobre desacato y el reglamento 

que regula la profesión jurídica forman parte de un 

sistema jurídico amplio que garantiza la independencia 

del poder judicial y la profesión jurídica. El Gobierno 

de Maldivas está preparando un proyecto de ley sobre 

las profesiones jurídicas que contribuirá al 

establecimiento de un colegio de abogados 

independiente. El Tribunal Supremo ha establecido una 

academia para impartir formación judicial permanente y 

capacitación jurídica mediante cursos y programas de 

breve duración. Además, el plan de acción del sector 

judicial tiene por objeto aumentar la confianza en la 

judicatura, lograr una mayor comprensión pública del 

proceso judicial y mejorar la actuación de los jueces y 

otros profesionales del derecho. 

54. El Sr. Al-Mansouri (Qatar) dice que su país es 

uno de los países menos corruptos del mundo según el 

Índice de Percepciones de la Corrupción de 

Transparencia Internacional, logro que ha sido posible 

gracias a los denodados esfuerzos de su Gobierno para 

luchar contra todas las formas de corrupción. En el 

plano internacional, Qatar ha convocado el Premio 

Internacional Jeque Tamim Bin Hamad Al-Thani a la 

Excelencia Internacional en la Lucha contra la 

Corrupción, que se concede anualmente el Día 

Internacional contra la Corrupción para honrar a las 

personas e instituciones que se han dedicado a combatir 

la corrupción y a fomentar la aplicación de la 

Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción. Qatar seguirá salvaguardando la 
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independencia y transparencia del poder judicial con 

miras a defender el estado de derecho y cooperando 

plenamente con el Relator Especial en el desempeño de 

su mandato. El orador pregunta qué pueden hacer los 

Estados para reforzar su cooperación a fin de aplicar la 

Declaración de Doha sobre la Integración de la 

Prevención del Delito y la Justicia Penal en el Marco 

Más Amplio del Programa de las Naciones Unidas para 

Abordar los Problemas Sociales y Económicos y 

Promover el Estado de Derecho a Nivel Nacional e 

Internacional y la Participación Pública, aprobada en 

2015 en el 13º Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Justicia Penal.  

55. El Sr. Forax (Observador de la Unión Europea) 

dice que la corrupción y la delincuencia organizada 

socavan la democracia y el estado de derecho y ponen 

en peligro la capacidad de los Estados de proteger los 

derechos humanos. La corrupción representa una 

amenaza para el derecho a un juicio justo y priva de 

recursos a las sociedades. En el informe se señala la 

necesidad de promover la supervisión y los mecanismos 

de transparencia y reforzar la rendición de cuentas de 

los jueces, sin menoscabo de su independencia judicial. 

El orador agradecería que el Relator Especial pudiera 

exponer con más detalle cómo es posible conseguirlo y 

presentara ejemplos de las mejores prácticas. En el 

informe se señala también la necesidad de adoptar 

medidas preventivas, como programas de educación 

contra la corrupción destinados a jueces y abogados. 

¿Cómo podrían ser esos programas? En lo que respecta 

al llamamiento del Relator Especial a los Estados para 

que elaboren una respuesta amplia que aborde de 

manera integrada los problemas planteados en su 

informe, teniendo en cuenta variables culturales y 

sociales, pregunta cómo es posible ofrecer apoyo en el 

plano internacional. 

56. El Sr. Claycomb (Estados Unidos de América) 

dice que un decreto firmado en febrero de 2017 tiene por 

objeto impedir las organizaciones delictivas 

transnacionales mediante el fortalecimiento de la 

cooperación con otros Estados, el incremento del 

intercambio de información y el fortalecimiento de la 

capacidad nacional. La Ley contra las Prácticas 

Corruptas en el Extranjero es una parte fundamental de 

su arsenal de lucha contra la corrupción. La Convención 

de las Naciones Unidas contra la Corrupción y la 

Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional ofrecen un 

marco jurídico amplio, flexible y eficaz. Los Estados 

Unidos han utilizado las convenciones más de 500 veces 

para la investigación y enjuiciamiento de la 

delincuencia organizada transnacional y los casos de 

corrupción. 

57. La delegación de los Estados Unidos observa 

complacida que Guatemala presidirá el séptimo período 

de sesiones de la Conferencia de los Estados Partes en 

la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción, que tendrá lugar en Viena en noviembre de 

2017. El orador encomia a la Corte de 

Constitucionalidad de Guatemala por haber bloqueado 

la expulsión del Comisionado Iván Velásquez, Jefe de la 

Comisión Internacional contra la Impunidad en 

Guatemala, que había sido ordenada por el Presidente 

Morales. A ese respecto, el orador desearía conocer las 

recomendaciones del Relator sobre la manera de 

fortalecer aún más las instituciones judiciales en 

Guatemala y la forma de luchar contra la corrupción, 

que socava la seguridad y la prosperidad del país.  

58. El Sr. Rodríguez Hernández (Cuba) dice que el 

Relator Especial debería abordar las cuestiones 

indicadas en su informe de manera integral e imparcial, 

en plena conformidad con las normas contenidas en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos. Al 

mismo tiempo, debe también tener en cuenta los 

instrumentos pertinentes que rigen la lucha contra la 

corrupción y el crimen organizado. El orador invita al 

Relator Especial a colaborar con los órganos que dan 

seguimiento a dichos instrumentos y compromisos 

internacionales. Deben tenerse también en cuenta las 

particularidades nacionales y regionales, así como los 

diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, 

que influyen en los sistemas jurídicos nacionales.  

59. El Sr. Molina Linares (Guatemala) dice que el 

imperio de la ley tiene un claro impacto en la 

eliminación de la pobreza, la reducción de las 

desigualdades, el auspiciar la igualdad de género, la 

protección del medio ambiente y la creación de 

instituciones justas, inclusivas y fuertes, garantizar el 

acceso a la justicia y combatir la corrupción y la 

impunidad. En Guatemala continúan los desafíos para 

un pleno acceso a la justicia y el combate a la 

impunidad. La delegación de Guatemala valora el apoyo 

recibido de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito, el Programa de las Naciones Unidas 

para el Desarrollo, la Oficina del Alto Comisionado de 

las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y la 

Comisión Internacional contra la Impunidad en 

Guatemala, que ha fortalecido la capacidad nacional 

para la investigación y posterior enjuiciamiento de las 

violaciones de los derechos humanos y la eliminación la 

corrupción arraigada. El orador señala que Guatemala 

tradicionalmente ha mostrado una apertura hacia los 

procedimientos especiales y dice que su Gobierno se 

encuentra realizando las gestiones para definir la visita 

del Relator Especial.  
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60. El Sr. García-Sayán (Relator Especial sobre la 

independencia de los magistrados y abogados) dice que 

la justicia es un objetivo del crimen organizado pero, 

paradójicamente, la principal herramienta que tienen las 

sociedades para enfrentar a esa amenaza es el poder 

judicial. El orador coincide en que hay más de una forma 

de hacer frente a la corrupción. Del mismo modo, no 

existe un único marco que permita a la justicia abordar 

ese problema. Los Estados han establecido distintos 

tipos de sistemas judiciales, todos los cuales tienen sus 

propias deficiencias. Sin embargo, hay un criterio 

global, que es la independencia del poder judicial. Un 

poder judicial independiente es el mejor instrumento de 

lucha contra la corrupción y la delincuencia organizada.  

61. En cuanto a los esfuerzos de Colombia para poner 

en funcionamiento un sistema de justicia transicional, el 

orador observa que la sociedad civil ha participado 

ampliamente en el proceso de selección de los 

magistrados. Ha sido un proceso transparente: los 

miembros de la sociedad civil pudieron formular 

observaciones y preguntas, y se entrevistó a los 

candidatos públicamente. El orador no quiere proponer 

un modelo único para reclutar al personal judicial, pero 

sí destacar que la participación de la sociedad civil 

puede ser de enorme utilidad. 

62. En cuanto a las observaciones sobre la importancia 

de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Corrupción, dice que contiene obligaciones muy 

concretas sobre cómo se puede establecer la 

cooperación entre los jueces y los fiscales. Sin embargo, 

a nivel nacional, hay escaso conocimiento de esas 

disposiciones. Todos los Estados Miembros deben 

fortalecer su capacidad de colaboración con los jueces y 

fiscales de otros países. Algunos Estados están 

colaborando ya en las causas penales y el intercambio 

de información, enfoque que está dando sus frutos. El 

sistema de las Naciones Unidas debe desempeñar un 

papel fundamental en el perfeccionamiento de las 

estrategias mundiales sobre los derechos humanos, la 

delincuencia organizada y la cooperación internacional.  

63. En cuanto a la observación formulada por la 

representación de Kenya en relación con la declaración 

del Relator Especial sobre las elecciones en ese país, el 

orador dice que siempre hay margen para el diálogo y el 

debate. Las informaciones recogidas pueden ser 

contradichas por una información más sólida.  

64. Los esfuerzos para hacer frente a la delincuencia 

organizada y la corrupción solo serán eficaces si hay 

suficientes recursos presupuestales. Además, los jueces 

y los fiscales deben estar debidamente capacitados y 

conocer todos los instrumentos internacionales 

recientes. Lo más importante es la necesidad de contar 

con un sistema judicial independiente. No hay un 

modelo único que deben aplicar todos los Estados 

Miembros, pero la independencia del poder judicial es 

un elemento central.  

65. El Sr. Jazairy (Relator Especial sobre las 

repercusiones negativas de las medidas coercitivas 

unilaterales en el disfrute de los derechos humanos),  al 

presentar su informe (A/72/370), dice que, en su 

resolución 71/193, la Asamblea General solicitó más 

información sobre el proceso relativo a los debates de 

sus propuestas en el Consejo de Derechos Humanos. Las 

propuestas se refieren a la creación de un registro de las 

Naciones Unidas de medidas coercitivas unilaterales 

que puedan tener repercusiones en los derechos 

humanos; a la aprobación por la Asamblea General de 

una declaración sobre las medidas coercitivas 

unilaterales y el estado de derecho; y al establecimiento 

de una comisión de indemnización especial de las 

Naciones Unidas para asegurar la rendición de cuentas 

y la disponibilidad de medidas de reparación para las 

víctimas de las medidas coercitivas unilaterales. Las 

propuestas fueron examinadas y matizadas sobre la base 

de las aportaciones recibidas de los especialistas y 

académicos del Consejo de Seguridad en una reunión de 

expertos celebrada en Ginebra en 2017 y se han 

expuesto con mayor detalle en su reciente informe al 

Consejo de Derechos Humanos (A/HRC/36/44). El 

orador observa con satisfacción que la última resolución 

sobre derechos humanos y medidas coercitivas 

unilaterales aprobada por el Consejo de Derechos 

Humanos en su 36º período de sesiones, en septiembre 

de 2017, acoge con beneplácito la labor del Relator 

Especial sobre cuestiones temáticas y relativas a los 

países.  

66. En cuanto a la extraterritorialidad en relación con 

las sanciones unilaterales, la mayoría de los órganos de 

las Naciones Unidas, las organizaciones regionales y los 

Estados están de acuerdo en general en que solo las 

sanciones aprobadas por el Consejo de Seguridad en 

virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones 

Unidas son aplicables en virtud del derecho 

internacional, mientras que las sanciones nacionales son 

ilegales. En lo que respecta a la responsabilidad por la 

selección de determinados Estados en relación con las 

consecuencias en materia derechos humanos provocadas 

en el extranjero por sus sanciones, la obligación de 

proteger a las poblaciones en la medida de sus 

posibilidades recae no solo sobre el Estado afectado sino 

también sobre el Estado que aplica las sanciones. 

Habida cuenta de esa obligación, el Estado que aplica 

las sanciones puede ser declarado jurídicamente 

responsable, incluso de las consecuencias negativas 

para los derechos humanos de las sanciones que las 

empresas de terceros Estados se vean obligadas a 

aplicar. 

https://undocs.org/A/72/370
https://undocs.org/A/RES/71/193
https://undocs.org/A/HRC/36/44
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67. El orador elogia encarecidamente a los Estados 

Unidos y las autoridades sudanesas por sus respuestas 

positivas a sus recomendaciones sobre los regímenes 

unilaterales impuestos al Sudán. En su 36º período de 

sesiones, el Consejo de Derechos Humanos celebró los 

avances conseguidos en la cesación de las hostilidades, 

el diálogo nacional y el seguimiento de sus más de 900 

recomendaciones. Si bien algunos Estados Miembros 

han señalado que no se han resuelto todavía ciertas 

cuestiones de derechos humanos, el orador cree que el 

proceso ha cobrado un impulso suficiente para 

prescindir de las sanciones restantes, a condición de que 

continúen las negociaciones. Realizó también un 

llamamiento a todas las partes para hacer del 11 de 

octubre el último día de las sanciones, llamamiento que 

ha sido bien recibido por el Gobierno de los Estados 

Unidos. El 6 de octubre, los Estados Unidos adoptaron 

la decisión de levantar todas las sanciones económicas 

y comerciales restantes impuestas al Sudán el 12 de 

octubre de 2017. 

68. La considerable ampliación del alcance y la 

aplicabilidad de nuevas sanciones contra la Federación 

de Rusia puede tener efectos adversos indirectos en los 

derechos humanos, especialmente los de los grupos más 

vulnerables. La experiencia ha demostrado que, sin 

negociaciones simultáneas, la consecuencia de las 

medidas coercitivas unilaterales será que todos estarán 

en peor situación. En junio de 2017, el orador hizo uso 

de la palabra ante la Subcomisión de Derechos Humanos 

del Parlamento Europeo y propuso que las autoridades 

competentes de la Unión Europea adoptaran medidas 

adicionales para garantizar el respeto de los derechos 

humanos en el contexto de su política de sanciones. Por 

último, el orador expresa su gratitud por el apoyo del 

Parlamento Europeo a su posición y recomendaciones 

en relación con el Yemen. 

69. El Sr. Suárez Moreno (República Bolivariana de 

Venezuela), hablando en nombre del Movimiento de los 

Países No Alineados, dice que su delegación desea 

reafirmar la posición acordada por los Jefes de Estado y 

de Gobierno en la Séptima Cumbre del Movimiento de 

los Países No Alineados, celebrada en la República 

Bolivariana de Venezuela en 2016. El Movimiento de 

los Países No Alineados se opone a la utilización de 

medidas coercitivas unilaterales, incluidas las medidas 

económicas, financieras y comerciales, que no estén en 

conformidad con el derecho internacional, la Carta de 

las Naciones Unidas y las normas y principios que rigen 

las relaciones pacíficas entre los Estados. 

70. Esas medidas pueden llevar a la erosión y 

violación de la Carta, el derecho internacional y los 

derechos humanos. Se utilizan para lograr objetivos de 

política nacionales y ejercer presión política, económica 

y financiera sobre los Estados, en particular los países 

en desarrollo. El Movimiento de los Países No 

Alineados expresa su preocupación por la continua 

imposición de tales medidas, que impiden el bienestar 

de la población civil y la plena realización de los 

derechos humanos. El Movimiento de los Países no 

Alineados reafirmó su posición en septiembre de 2017 

con la aprobación de la Declaración Política de Nueva 

York. El orador, al subrayar la importancia de la 

igualdad soberana, dice que las medidas coercitivas 

unilaterales son arbitrarias y socavan la instauración de 

un orden internacional verdaderamente democrático.  

71. El Sr. Mohamed (Sudán) dice que su delegación 

está satisfecha con la insistencia constante del informe 

del Relator Especial en las repercusiones negativas de 

las medidas coercitivas unilaterales, especialmente en 

los grupos vulnerables; también celebra la cooperación 

sistemática y objetiva del Relator Especial con su país y 

su propuesta de aprobar una declaración sobre las 

medidas coercitivas unilaterales y el estado de derecho. 

El orador encomia la decisión del Gobierno de los 

Estados Unidos de suavizar las medidas coercitivas 

unilaterales contra su país. Es de esperar que esa medida 

dé lugar a la supresión definitiva de todas las sanciones 

contra el Sudán y siente un buen ejemplo para otros 

países sujetos a medidas coercitivas unilaterales.  

72. La Sra. Sukacheva (Federación de Rusia) dice 

que las sanciones son uno de los instrumentos más 

poderosos de que dispone la comunidad internacional 

para resolver las situaciones de crisis y únicamente el 

Consejo de Seguridad debe tener la prerrogativa de 

imponerlas. Sin embargo, algunos Estados Miembros 

tienden a hacer caso omiso del Consejo de Seguridad e 

imponen medidas coercitivas unilaterales por razones 

espurias, socavando así las relaciones internacionales y 

los esfuerzos diplomáticos para resolver las situaciones 

de crisis. No debe permitirse la utilización de sanciones 

como mecanismo de castigo colectivo contra 

determinados países.  

73. A lo largo de su historia, la Federación de Rusia ha 

sido objeto de sanciones impuestas por motivos 

políticos por los Estados Unidos de América y varios 

países europeos y de otros continentes. Desde marzo de 

2014, algunos países han impuesto nuevamente 

restricciones ilícitas a Rusia como castigo por su 

protección del derecho legítimo del pueblo de Crimea a 

la libre determinación y a la libertad de expresión. 

Durante su visita a la Federación de Rusia en abril de 

2017, el Relator Especial pudo hacerse una idea cabal 

de la actitud negativa de la población rusa ante los actos 

ilícitos cometidos por ciertos Estados Miembros. La 

Federación de Rusia agradece al Relator Especial su 

informe objetivo y sus recomendaciones equilibradas y 
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tiene la intención de mantener su constructiva 

colaboración con su oficina. 

74. El Sr. Claycomb (Estados Unidos de América) 

dice que los Estados Unidos rechazan categóricamente 

la totalidad de la premisa en que se basa el mandato del 

Relator Especial sobre las repercusiones negativas de 

las medidas coercitivas unilaterales en el disfrute de los 

derechos humanos. Las sanciones selectivas no violan 

los derechos humanos; por el contrario, son un 

instrumento poderoso para promover los derechos 

humanos y las libertades fundamentales y pedir cuentas 

a los responsables de abusos. Muchos de los peores 

violadores de los derechos humanos culpan a las 

sanciones con el fin de justificar sus violaciones 

constantes, desviar la atención de su falta de protección 

de los derechos humanos y conservar su poder ilegítimo. 

La delegación de los Estados Unidos espera que, en el 

futuro, el Relator Especial condene los abusos 

perpetrados por países como la Federación de Rusia, la 

República Popular Democrática de Corea y Venezuela, 

en lugar de tratar de defender sus acciones.  

75. Los Estados Unidos han aplicado sanciones 

únicamente con objetivos específicos, en particular para 

promover el estado de derecho, la democracia y los 

derechos humanos, poner fin a los conflictos armados o 

fomentar la mejora de la gobernanza de los recursos. Las 

sanciones económicas son una alternativa adecuada, 

eficaz y legítima al uso de la fuerza y todas las sanciones 

impuestas por los Estados Unidos se avienen 

plenamente con el derecho internacional y la Carta de 

las Naciones Unidas. 

76. El Sr. Castillo Santana (Cuba) dice que su país, 

habiendo sufrido durante más de 55 años el bloqueo 

económico y comercial impuesto por los Estados Unidos 

de América, conoce los daños y perjuicios que las 

medidas coercitivas unilaterales provocan, y sigue 

oponiéndose a ellas, incluidas las medidas empleadas 

para imponer presión política o económica en contra de 

los países, particularmente los países en desarrollo.  Los 

Estados deben abstenerse de adoptar medidas 

coercitivas unilaterales contrarias al derecho 

internacional y a la Carta de las Naciones Unidas. El 

orador pregunta cuál sería el impacto que tendría una 

declaración sobre las medidas coercitivas unilaterales y 

qué pasos podrían tomar la Asamblea General y el 

Consejo de Derechos Humanos con el fin de lograr esa 

declaración.  

77. La Sra. Matlhako (Sudáfrica) dice que su 

delegación está plenamente de acuerdo con las 

observaciones del informe cuando dice que las 

sanciones unilaterales son utilizadas cada vez más por 

ciertos países como instrumentos de política exterior y 

que la idea en que se basan las sanciones debe ser que 

los Estados no pueden hacer en el extranjero lo que 

tienen prohibido en el interior. Valora también 

positivamente la atención del informe del Relator 

Especial a los derechos económicos, sociales y 

culturales, ya que reafirma la justiciabilidad de esos 

derechos. Habida cuenta de la cuestión de la 

extraterritorialidad en relación con el uso de las 

sanciones unilaterales, la oradora pregunta qué papel 

pueden desempeñar las empresas. Se pregunta también 

cuál es la mejor manera de proceder con la propuesta de 

crear un registro de las Naciones Unidas de medidas 

coercitivas unilaterales que puedan tener repercusiones 

en los derechos humanos. 

78. El Sr. AlKadi (Arabia Saudita) reitera que su país 

condena enérgicamente la ocupación israelí de Palestina 

y pide a la comunidad internacional que condene todas 

las formas de ocupación y cumpla su promesa de 

garantizar la seguridad del pueblo palestino y obligar a 

Israel a levantar el bloqueo ilegítimo impuesto a los 

palestinos. 

79. El Gobierno palestino apoya plenamente todas las 

sanciones y otras medidas impuestas para contrarrestar 

los actos hostiles e intervenciones del Irán en los países 

de la región del Oriente Medio, y subraya la importancia 

de prevenir la propagación de las armas de destrucción 

en masa en la región y fuera de ella. El orador pregunta 

al Relator Especial si no debería señalarse, ante todo, el 

uso indebido por el Irán de los recursos financieros para 

financiar actos de terrorismo en el extranjero, que 

socavan los derechos humanos en los países afectados, 

más que las consecuencias de las sanciones unilaterales 

en el disfrute de los derechos humanos en el Irán.  

80. Como ha afirmado el Relator Especial, las medidas 

impuestas a Qatar no constituyen un bloqueo, ya que no 

impiden que el país mantenga relaciones económicas 

con terceros. El orador subraya además que esas 

medidas se impusieron de conformidad con el derecho 

internacional. 

81. La Arabia Saudita acoge con beneplácito las 

recientes medidas adoptadas por los Estados Unidos de 

América con miras a levantar las sanciones económicas 

impuestas al Sudán, y confía en que la eliminación de 

esas sanciones fomente el desarrollo y logre la 

prosperidad. Reafirma también el firme apoyo de la 

Arabia Saudita al Sudán y a su población. 

82. La Arabia Saudita apoya la propuesta presentada 

por el Enviado Especial para el Yemen sobre el puerto 

de Al-Hudaida, que prevé el levantamiento del bloqueo 

impuesto al puerto iraní por las milicias huzíes 

respaldadas por el Irán, las medidas para impedir que el 

puerto se utilice para el contrabando de armas con 

destino a las milicias criminales y la formación de 
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comités para supervisar las operaciones en el puerto, 

recaudar tasas portuarias y trasferir esos ingresos al 

Gobierno del Yemen. 

83. La Sra. Shaheen (Emiratos Árabes Unidos) dice 

que su delegación apoya la declaración formulada por el 

representante de la Arabia Saudita y la conclusión del 

informe del Relator Especial de que las medidas 

aplicadas contra Qatar no constituyen un bloqueo. No 

obstante, el informe sigue siendo una declaración 

obsoleta e infundada sobre las medidas coercitivas 

unilaterales adoptadas contra Qatar, ya que no tiene en 

cuenta toda la gama de medidas humanitarias adoptadas 

para trastornar lo menos posible la vida de los 

ciudadanos de Qatar. La delegación de los Emiratos 

Árabes Unidos desea responder a las preguntas sobre el 

propósito, la naturaleza y el alcance de las medidas que 

ha adoptado contra Qatar en respuesta a su financiación 

y apoyo al terrorismo. 

84. El Sr. Hassani Nejad Pirkouhi (República 

Islámica del Irán) dice que la declaración formulada por 

el representante de la Arabia Saudita, país que comete 

violaciones de los derechos humanos en toda la región 

del Golfo Pérsico, no merece una respuesta. Todas las 

medidas coercitivas unilaterales son una afirmación de 

la jurisdicción más allá de las fronteras nacionales y, por 

consiguiente, violan el derecho internacional. La 

cuestión que se plantea no es la legalidad de esas 

medidas, sino cuál es la manera de impedir la 

victimización de los civiles y de indemnizar a las 

víctimas. Por lo tanto, la delegación iraní acoge con 

agrado las recomendaciones contenidas en el informe 

para reafirmar la rendición de cuentas y los derechos de 

las víctimas a un recurso efectivo, incluida una 

indemnización financiera apropiada y eficaz.  

85. Como país que ha sido objeto de sanciones durante 

muchos años, la República Islámica del Irán sigue 

profundamente preocupada por la repercusión de las 

medidas coercitivas unilaterales en numerosos derechos 

humanos. Es preciso poner coto a esas atrocidades y 

exigir cuentas a los instigadores. La delegación iraní 

rechaza el argumento según el cual las medidas 

coercitivas unilaterales son una mejor opción de política 

exterior que la guerra, ya que la asfixia de toda una 

población es condenable, cualquiera que sea el pretexto 

invocado. El orador pregunta cómo podría contribuir la 

Asamblea General a combatir las medidas ilegales de 

esa índole. 

86. El Sr. Benarbia (Argelia) pregunta cómo se puede 

garantizar que los Estados actúen de conformidad con 

sus obligaciones internacionales de proteger y promover 

los derechos humanos al adoptar las medidas coercitivas 

unilaterales. 

87. La Sra. Al-Temimi (Qatar) dice que, además de 

las medidas ilegales unilaterales impuestas a su país, 

que han impedido la actividad económica y provocado 

de hecho un bloqueo terrestre, marítimo y aéreo, se está 

llevando a cabo una campaña de desinformación contra 

Qatar para mancillar su reputación. La oradora insta al 

Relator Especial a que estudie las repercusiones 

negativas de dichas medidas, que menoscaban los 

derechos humanos de los ciudadanos de Qatar, los 

trabajadores extranjeros que se encuentran en el país y 

los ciudadanos de otros Estados cuyos medios de 

subsistencia dependen del comercio con Qatar.  

88. El Gobierno de Qatar está adoptando todas las 

medidas necesarias para garantizar que se atiendan las 

necesidades básicas de los ciudadanos qataríes y los 

trabajadores extranjeros que viven y trabajan en su 

territorio. Qatar cree firmemente en la solución pacífica 

de las controversias mediante el diálogo. Las medidas 

coercitivas unilaterales impuestas a Qatar deben ser 

revocadas lo antes posible y deben realizarse serios 

esfuerzos para llegar a una solución negociada con la 

participación de todas las partes interesadas.  

89. El Sr. Ri Song Chol (República Popular 

Democrática de Corea) dice que las medidas coercitivas 

unilaterales tienen un efecto negativo en los derechos 

humanos. Su Gobierno se opone a la utilización de las 

sanciones económicas y los bloqueos. La imposición de 

medidas coercitivas contra Estados soberanos 

constituye una clara violación de la Carta de las 

Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos 

Humanos y numerosas resoluciones de la Asamblea 

General y el Consejo de Derechos Humanos. 

90. Los Estados Unidos imponen sanciones 

económicas unilaterales contra la República Popular 

Democrática de Corea desde hace 70 años. Las 

sanciones atentan gravemente contra su soberanía y el 

derecho de su pueblo al desarrollo. Han causado 

enormes daños a la economía nacional y a la vida de las 

personas y están dificultando la consecución de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible. Las actuales 

sanciones económicas y financieras impuestas por los 

Estados Unidos y otras fuerzas hostiles son 

despreciables y obstaculizan los esfuerzos de las 

Naciones Unidas y otras organizaciones humanitarias 

para ayudar a los grupos vulnerables, como los niños, 

las mujeres y las personas con discapacidad.  

91. Al mismo tiempo, las sanciones impuestas por el 

Consejo de Seguridad, basadas en motivaciones 

políticas y en el doble rasero, están asfixiando a la 

República Popular Democrática de Corea. Las sanciones 

tanto unilaterales como de las Naciones Unidas violan 

los derechos humanos y constituyen un acto de 

genocidio, dada su aplicación indiscriminada. Las 
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sanciones son un medio para que las fuerzas hostiles 

derroquen el sistema político y social elegido por el 

pueblo de la República Popular Democrática de Corea. 

Su Gobierno insta a la Comisión a suspender las 

sanciones y las medidas coercitivas, que son inhumanas 

e inmorales. 

92. El Sr. Qassem Agha (República Árabe Siria) dice 

que Siria rechaza categóricamente el uso de medidas 

coercitivas unilaterales para ejercer presión económica 

sobre los Estados e injerirse políticamente en sus 

asuntos internos, dado que esas medidas socavan 

gravemente los derechos humanos de la población de 

esos Estados, y especialmente los derechos de las 

mujeres, los niños, las personas de edad y otros grupos 

vulnerables de sus sociedades. Siria hace un 

llamamiento para que se levante el bloqueo del puerto 

yemení de Al-Hudaida, cuya destrucción por la 

coalición encabezada por la Arabia Saudita ha 

obstaculizado gravemente la prestación de asistencia 

humanitaria, lo que contribuye a generar una grave crisis 

humanitaria y provoca una situación de hambre 

generalizada. Además, la brutal guerra que se está 

librando contra el pueblo yemení ha provocado la 

muerte de casi 1.500 niños. 

93. Resulta paradójico que el régimen saudita haya 

impuesto contra Qatar medidas coercitivas unilaterales 

que han provocado la muerte de ciudadanos qataríes, a 

pesar de que Qatar y la Arabia Saudita están 

colaborando para perpetrar actos de terrorismo y causan 

derramamientos de sangre en toda la región, y en 

particular en Siria. Es también paradójico que el 

Parlamento Europeo haya pedido el levantamiento del 

bloqueo impuesto al Yemen, mientras que los Estados 

europeos siguen imponiendo medidas coercitivas 

unilaterales contra Siria y otros países. Siria mantiene la 

esperanza de que la Unión Europea pida el 

levantamiento del bloqueo impuesto al pueblo palestino 

en la Franja de Gaza. El orador pregunta si se han hecho 

progresos hacia el levantamiento de las medidas 

coercitivas unilaterales impuestas a países como Cuba, 

la República Popular Democrática de Corea, la 

República Árabe Siria y Venezuela. 

94. La Sra. Matar (Bahrein) dice que, como afirma el 

Relator Especial, las medidas adoptadas contra Qatar no 

constituyen un bloqueo, pues no impiden que Qatar 

mantenga relaciones económicas con terceros. Para 

salvaguardar su estabilidad y seguridad, Bahrein ha 

ejercido su derecho soberano en virtud del derecho 

internacional a romper relaciones con Qatar, que sigue 

patrocinando el terrorismo y el extremismo violento. No 

obstante, la oradora destaca que los qataríes son parte 

integrante de la población del Golfo y del mundo árabe, 

y que su Gobierno está haciendo todo lo posible para 

atender las necesidades de las familias cuyos miembros 

viven en Qatar y Bahrein, en consonancia con los 

principios humanitarios.  

95. El Sr. Moussa (Egipto) dice que el Relator 

Especial ha señalado claramente en el párrafo 18 de su 

informe que las medidas aplicadas contra Qatar no 

constituyen un bloqueo, ya que no afectan a los 

intercambios de terceros. 

96. El Sr. Jazairy (Relator Especial sobre las 

repercusiones negativas de las medidas coercitivas 

unilaterales en el disfrute de los derechos humanos) dice 

que muchos representantes han preguntado qué puede 

hacer la Asamblea General para promover las 

propuestas que él ha presentado en su informe. En su 

proyecto de resolución sobre el tema que se someterá a 

la Asamblea General, los Estados Miembros tal vez 

desee acoger con beneplácito el establecimiento de un 

registro de las medidas coercitivas unilaterales y 

manifestar interés en una declaración sobre las medidas 

coercitivas unilaterales. Dicha declaración será también 

beneficiosa para los Estados Miembros que afirman que 

esas medidas no atentan contra el estado de derecho, ya 

que se especifican los detalles en términos inequívocos. 

La Declaración alentará al Consejo de Derechos 

Humanos a examinar las propuestas que figuran en su 

informe y a presentar propuestas concretas en el 

próximo período de sesiones de la Asamblea General. 

97. En respuesta al rechazo de su mandato por el 

representante de los Estados Unidos, el orador dice que 

su función de Relator Especial es particularmente 

delicada. No tiene ninguna responsabilidad política y no 

ha tratado de defender a ningún Estado Miembro 

concreto en su informe. En lo que respecta a Crimea, se 

ha guiado por la resolución 68/262 de la Asamblea 

General. En cuanto al Sudán, el Relator Especial ha 

tratado de conciliar las posiciones de ambas partes; las 

sanciones resultantes acordadas entre los Estados 

Unidos y el Sudán son un gran logro. Su mandato 

consiste en buscar una solución diplomática y, al mismo 

tiempo, reducir las consecuencias negativas para los 

grupos de población más vulnerables. El orador espera 

que las crisis en otros países puedan también resolverse 

teniendo debidamente en cuenta los distintos puntos de 

vista mediante una diplomacia discreta. 

98. La comunidad internacional se encuentra 

actualmente en una encrucijada, ya que varios países 

están considerando la posibilidad de ampliar las 

medidas coercitivas unilaterales o responder con 

medidas semejantes. La aplicación de esa política 

egoísta a escala mundial será desastrosa para todos: las 

recientes sanciones impuestas por la Unión Europea a la 

Federación de Rusia, y viceversa, han provocado una 

pérdida de 55.000 millones de dólares para la 

https://undocs.org/A/RES/68/262
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Federación de Rusia a lo largo de tres años y de 100.000 

millones de dólares para la Unión Europea. La solución 

alcanzada en el Sudán, por el contrario, es un buen 

ejemplo de cómo avanzar mediante concesiones mutuas. 

Siempre habrá desacuerdos, pero, si se imponen 

sanciones, es importante que continúe el proceso de 

negociación. 

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.  


